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RESPONSABILIDAD SOLIDARIA EN SOCIEDADES DE CAPITAL – ES INEXISTENTE - Así las cosas, es claro que los recursos de la entidad no fueron suficientes para asumir el pago de las acreencias reclamadas por el ejecutante, no obstante haber sido presentada oportunamente, toda vez que no se contó con los recursos que permitieran constituir reservas para la cancelación de condenas que no habían sido proferidas en su contra al momento de calificar créditos.

Respecto a la deudas que quedaron insolutas, es necesario precisar que quedó  establecido en la Escritura Pública No 3048 de 2004, Multiservicios S.A. era una sociedad de economía mixta –fl 39 vto-, en la que el Municipio de Pereira tiene una participación del 68% y las Empresas de Servicios Públicos –Energía, Acueducto y Alcantarillado, Aseo y Telecomunicaciones tiene una participación del 8% cada una, pero como socios de capital no están llamados a responder solidariamente, pues de conformidad con el artículo 36 del C.S.T. solo a los socios de sociedades de personas corresponde responder de esta manera y si y sólo si son convocados al proceso ordinario en que se impongan las obligaciones laborales.

En estas condiciones no atañe a las personas jurídicas convocadas a este proceso asumir las deudas de la liquidada Multiservicios S.A. con fundamento en que ésta no contó con los recursos para cancelar todo el pasivo laboral, pues se itera no se trata de sociedad de personas que pueda ser convocada solidariamente al proceso ordinario laboral, ni tampoco se tiene noticia que, como socios que son de una sociedad de capital, se les haya iniciado el trámite tendiente al levantamiento del velo corporativo ante la Superintendencia de Sociedades, conforme lo establece el literal d) del artículo 24 del Código General del Proceso.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecinueve de diciembre de dos mil dieciséis
Acta número ___ del 19 de diciembre de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el día 9 de diciembre de 2016, dentro del proceso ejecutivo laboral, que el señor LUIS ALBERTO VEGA HERRERA promueve contra  el MUNICIPIO DE PEREIRA, INFIPEREIRA, EMPRESA DE ENERGÍA DE PEREIRA S.A. E.S.P., EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A. E.S.P., EMPRESA DE ASEO DE PEREIRA S.A. E.SP y la EMPRESA DE TELECOMUNICACIONES DE PEREIRA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2008-00084-03.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Dentro del proceso ordinario laboral adelantado el señor Luis Alberto Vega Herrera, fue proferida decisión de fondo el día 8 de marzo de 2013, declarando la existencia de un contrato de trabajo entre él y la empresa Multiservicios S.A.  y como consecuencia de ello se le ordenó a esta el pago de acreencias y derechos laborales por la suma de $17.731.631 e intereses comerciales de mora por valor de $33.012.264.   Frente a ésta condena se declararon solidariamente responsables las Cooperativas de Trabajadores del Aseo y Servicios Generales “Cootratem” y la Cooperativa de Trabajo Asociado Servicios CTA.
Inconforme con la decisión, respecto a las pretensiones que le fueron negadas, la parte actora interpuso recurso de apelación, el cual fue resuelto por la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal Superior de Bogotá en providencia de fecha 30 de mayo de 2014, a través de la cual se modificó únicamente el monto reconocido a título de prima de vacaciones, fijando éste concepto en la suma de $6.176.075.  

Mediante escrito visible a folio 927 del expediente, la parte actora solicitó se librara mandamiento de pago, pero no contra las personas condenadas sino contra el MUNICIPIO DE PEREIRA, el INSTITUTO DE FOMENTO Y PROMOCIÓN DEL DESARRROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL DE PEREIRA “LA PROMOTORA INFIPEREIRA”  y las EMPRESAS DE ENERGÍA, ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO, ASEO Y TELECOMUNICACIONES DE PEREIRA, todas sociedades anónimas y empresas de servicios públicos, socias de MULTISERVICIOS S.A. entidad actualmente liquidada.
Previo a un pronunciamiento de fondo, el juzgado de conocimiento requirió a la parte ejecutante para que informara si dentro del proceso de liquidación de ésta última se determinó el porcentaje de participación de cada una de las empresas accionistas para asumir el pago de la obligación laboral pretendida por el señor Luis Alberto Vega Herrera, o en caso contrario, si la reserva para ello fue determinada tal como quedara estipulada en la Escritura Pública 3038 (sic) de 2004 –fl 39 y stes).

Atendiendo la orden de la juez, el ejecutante indicó que dentro del proceso de liquidación MULTISERVICIOS no se estipuló ningún porcentaje de participación de las empresas ejecutadas en relación con el pago del crédito que se le adeuda. Así mismo afirmó que la Liquidadora aseveró en la Resolución No. 169 de 31 de diciembre de 2014 que el proceso ordinario laboral del demandante se encontraba pendiente de sentencia definitiva, lo cual no obedecía a la realidad, pues para esa data dicho trámite contaba con decisión de segunda instancia en firme, archivado y con cuenta de cobro presentada ante la entidad demandada.
La funcionaria de primer grado mediante auto del 9 de diciembre de 2016 –fl 1435 y vto- señaló que de acuerdo a lo expuesto por el ejecutante, no existe fundamento fáctico ni jurídico para librar mandamiento de pago en contra de del  MUNICIPIO DE PEREIRA, el INSTITUTO DE FOMENTO Y PROMOCIÓN DEL DESARRROLLO ECONÓMICO Y SOCIAL DE PEREIRA “LA PROMOTORA INFIPEREIRA”  y las EMPRESAS DE SERVICIOS PÚBLICOS requeridas, toda vez que ninguna de ellas fueron incluidas en la sentencia que puso fin al proceso ordinario laboral de primera instancia, razón por la cual denegó el mandamiento de pago. 
Inconforme con lo decido la parte ejecutante apeló la decisión indicando que la misma avala el indebido proceder de las ejecutadas respecto al proceso de liquidación de Multiservicios S.A., pues llevaron a cabo todo el proceso sin cancelar las obligaciones reconocidas por los jueces laborales, ni crear una entidad que asumiera tales deudas o la constitución de un fondo que se encargara de esos pagos; que dichas entidades son propietarias en los porcentajes establecidos en la escritura de creación de Multiservicios S.A. del 90% del capital social público que la conforma, por lo cual se debe asimilar a una empresa industrial y comercial del Estado, según lo previsto en el artículo 432 del Código de Comercio.
Indicó también que el municipio de Pereira es responsable de asumir el cumplimento de la sentencia, según lo previsto en el artículo 32 del Decreto 254 de 2000, por ser los recursos de MULTISERVICIOS insuficientes para cubrir su pasivo laboral ya que ésta entidad pertenecía  a INFIPEREIRA, establecimiento público adscrito al mismo municipio que a partir de la Escritura Pública No. 3566 del 6 de julio de 2009, figuraba como propietaria de ese 68% de la sociedad liquidada.
Sostiene que adelantó los trámites necesarios ante Multiservicios S.A. para lograr el cumplimiento de la sentencia judicial en la que fue condenada, siendo calificado el crédito como de primera clase en Resolución No 154 de 2013, al haberse reclamado oportunamente, con lo cual se desvirtúa lo consignado en artículo 9º del acto administrativo No 169 de 2014, en el que se indicó que el crédito aquí perseguido “se encuentran pendientes de una decisión final (…)”.

Afirma que con lo anterior, las llamadas a juicio no dieron cumplimiento a lo establecido en el artículo 81 de la Escritura No. 3048 del 30 de noviembre de 2004 en la que se señala “El pago de las obligaciones sociales se hará observando las disposiciones legales sobre prelación de créditos. Cuando hay obligaciones condicionales se hará una reserva adecuada en poder de los liquidadores para atender dichas obligaciones si llegasen a hacerse exigibles la que se distribuirá entre los accionistas en caso contrario” –resaltado por el apelante-.
Por último, trajo a colación jurisprudencia local, nacional y constitucional, para respaldar su petición de mandamiento de pago en contra de las entidades inicialmente señaladas.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿Están obligadas las entidades accionadas a pagar al actor las sumas a que fue condenada la desaparecida Multiservicios S.A. ?
Con el propósito de dar solución los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. DEL DECRETO LEY 254 DE 2000.

El Decreto Ley 254 de 2000, modificado por la Ley 1105 de 2006 que establece en el parágrafo 1º del artículo 1º, que la liquidación de entidades públicas pertenecientes al sector territorial también se rigen por esta normatividad, dispone el parágrafo del artículo 32 del decreto ley 254 de 2000 que:

“Las obligaciones de la Entidad en liquidación, incluyendo los pasivos laborales, se cancelarán con el producto de las enajenaciones, con observancia de las normas legales y presupuestales del caso, teniendo en cuenta la prelación de créditos. Los pasivos laborales incluirán el valor correspondiente al cálculo actuarial del pasivo pensional, el cual se entregará a la entidad que deba asumir el pago de las pensiones y de Bonos Pensionales, si hubiere lugar a ello, con la preferencia reconocida por las normas vigentes sobre obligaciones laborales.

En caso de que los recursos de la liquidación de un establecimiento público o de una empresa industrial y comercial del Estado del orden nacional no societaria sean insuficientes, las obligaciones laborales estarán a cargo de la Nación o de la entidad pública del orden nacional que se designe en el decreto que ordene la supresión y liquidación de la entidad. Para tal efecto se deberá tomar en cuenta la entidad que debía financiar la constitución de las reservas pensionales.

Así mismo, de acuerdo con lo dispuesto por el parágrafo 6 del artículo 1 de la Ley 573 del 2000, la Nación podrá asumir o garantizar obligaciones de las entidades públicas del orden nacional, incluidas las derivadas de las cesiones de activos, pasivos y contratos que haya realizado la entidad en liquidación, actuaciones que no causarán el impuesto de timbre siempre y cuando se realicen entre entidades públicas.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, cuando se trate de entidades descentralizadas indirectas, sólo procederá la asunción respecto de aquellas cuya liquidación se encuentre en firme a la fecha de entrada en vigencia de este decreto, y siempre y cuando en su capital participe una entidad descentralizada directa en un porcentaje superior al noventa por ciento (90%). Para tal efecto, cuando de acuerdo con disposiciones legales la entidad descentralizada directa deba responder por los pasivos de la entidad de la cual es socia o accionista, se requerirá que ésta no se encuentre en capacidad financiera de hacerlo a juicio del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Cuando se trate de empresas industriales y comerciales del Estado o de sociedades de economía mixta directas, sólo podrá procederse a la asunción una vez se hayan agotado los activos o se haya establecido que no es posible la realización de los mismos.

En todo caso, la Nación únicamente será responsable por las obligaciones de las entidades societarias en los eventos expresamente previstos en el presente decreto.
De acuerdo con la norma en cita, se tiene entonces que para que la nación, o por extensión el Municipio, puedan llegar a ser responsables de las obligaciones laborales que no alcanzaron a ser cubiertas con los recursos de la liquidación, se requiere que la entidad liquidada sea un establecimiento público o una empresa industrial y comercial del Estado no societaria, sin que en ningún evento se tenga previsto que la responsabilidad pueda derivarse, como en este caso, de la liquidación de una sociedad de economía mixta. –Negrilla y subrayado para resaltar-.
Lo anterior es apenas lógico si en cuenta se tiene que en nuestro sistema no se encuentra prevista la responsabilidad solidaria de los socios de las sociedades de capital, pues para que ello pueda llegar a ocurrir se requiere previo levantamiento del velo corporativo en los precisos eventos en que ello resulta posible.

Es que no se puede dejar de lado que con las sentencias C-865 de 2004 y C-090 de 2014 la Corte Constitucional dejó sentado claramente que “la separación de responsabilidades patrimoniales entre sociedad y socios, y con ello la limitación de la responsabilidad de los socios respecto de las obligaciones de la sociedad, fue declarada exequible en la citada sentencia constitucional, en atención a las finalidades constitucionales de estímulo empresarial, de preservación de la estabilidad y el orden económico y de desarrollo y crecimiento económico-social.”, validando con ello la inexistencia de responsabilidad solidaria de los socios de estas sociedades por sus obligaciones laborales, con la excepción de comportamientos antijurídicos que pretendan la defraudación de los intereses de los trabajadores y que ameriten el levantamiento del velo corporativo, levantamiento que no puede darse como resultado de un proceso ejecutivo que como bien se sabe sólo puede ser llevado a cabo frente a la existencia de obligaciones claras, expresas y actualmente exigibles.

2. CASO CONCRETO

Se pretende en este ejecutivo hacer efectiva la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito Adjunto de Pereira, el 8 de marzo de 2013, modificada por la Sala de Descongestión Laboral del Tribunal de Bogotá, en providencia de fecha 30 de mayo de 2014, por medio de la cual fue condenada Multiservicios S.A. a pagar acreencias y prestaciones laborales liquidadas a favor del señor Luis Alberto Vega Herrera.

Según se refiere en la Resolución No 169 de 31 de diciembre de 2014, mediante la cual se declaró terminado el proceso de liquidación de Multiservicios S.A. - fls 1024 a 1034-, esta entidad había entrado en este trámite el 1º de noviembre de 2012, por decisión de la Asamblea de Accionistas No 4º del 31 de octubre de 2012.  
Dentro de la etapa de presentación de los créditos en el proceso liquidatorio que se surtió hasta el día 4 de marzo de 2013, el actor a través de su procurador judicial reclamó, previo diligenciamiento de los formatos correspondientes, los derechos laborales que en ese momento estaba persiguiendo en el proceso ordinario laboral que adelantaba en contra de Multiservicios S.A. y otras, ante el Juzgado Cuarto Laboral de este Distrito Judicial.  Dicho derecho litigioso fue aceptado por la gerente liquidadora de la entidad como una acreencia de primera clase, conforme da cuenta la Resolución No 154 del 18 de abril de 2013 –fls 1124 a 1144-.
Proferida la sentencia en el proceso ordinario laboral, el demandante presentó cuenta de cobro a la entidad accionada el día 2 de octubre de 2014, conforme se observa a folio 1245 del expediente.

Como quiera que para el momento de presentación de créditos en el trámite de liquidación, la acreencia que aquí se cobra era un simple derecho litigioso, en  el ordinal noveno de la Resolución No 169 de 2014 por medio de la cual se declaró terminada la existencia y representación legal de Multiservicios S.A. en liquidación, se relacionó el mismo dentro de las contingencias judiciales, como un proceso sin decisión final, indicando además, en el ordinal siguiente que “MULTISERVICIOS S.A. EN LIQUIDACIÓN, no cuenta con los recursos suficientes para constituir reservas razonables para atender las obligaciones condicionales o litigiosas y las reclamaciones administrativas presentadas oportunamente, que se reconocieron en el orden de prelación legal dentro del inventario de pasivos, así como aquéllas que no estuvieron presentadas en la oportunidad debida y se reconocieron como pasivo cierto No reclamado”. 
Así las cosas, es claro que los recursos de la entidad no fueron suficientes para asumir el pago de las acreencias reclamadas por el ejecutante, no obstante haber sido presentada oportunamente, toda vez que no se contó con los recursos que permitieran constituir reservas para la cancelación de condenas que no habían sido proferidas en su contra al momento de calificar créditos.
Respecto a la deudas que quedaron insolutas, es necesario precisar que quedó  establecido en la Escritura Pública No 3048 de 2004, Multiservicios S.A. era una sociedad de economía mixta –fl 39 vto-, en la que el Municipio de Pereira tiene una participación del 68% y las Empresas de Servicios Públicos –Energía, Acueducto y Alcantarillado, Aseo y Telecomunicaciones tiene una participación del 8% cada una, pero como socios de capital no están llamados a responder solidariamente, pues de conformidad con el artículo 36 del C.S.T. solo a los socios de sociedades de personas corresponde responder de esta manera y si y sólo si son convocados al proceso ordinario en que se impongan las obligaciones laborales.
En estas condiciones no atañe a las personas jurídicas convocadas a este proceso asumir las deudas de la liquidada Multiservicios S.A. con fundamento en que ésta no contó con los recursos para cancelar todo el pasivo laboral, pues se itera no se trata de sociedad de personas que pueda ser convocada solidariamente al proceso ordinario laboral, ni tampoco se tiene noticia que, como socios que son de una sociedad de capital, se les haya iniciado el trámite tendiente al levantamiento del velo corporativo ante la Superintendencia de Sociedades, conforme lo establece el literal d) del artículo 24 del Código General del Proceso.
Tampoco resulta aplicable lo dispuesto en el parágrafo del artículo 32 del Decreto Ley 254 de 2000, para cargar tal obligación al Municipio de Pereira o al Instituto de Fomento y Desarrollo de Pereira –hoy en liquidación-, dado que tal responsabilidad solo se predica respecto de Establecimientos Públicos y Empresas Industriales y Comerciales del Estado no societarias, que no es el caso de Multiservicios S.A., pues como ya se hizo notar es una sociedad por acciones de economía mixta.
Bajo tales parámetros, negado como fue correctamente por el juez de primera instancia el mandamiento de pago en contra de las accionadas, lo que corresponde en confirmar la decisión de primer grado.

Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.- CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad el día 9 de diciembre de 2016.
Costas en esta instancia no se causaron.

Notifíquese,
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                En uso de permiso
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario 
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